LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVA PRESENTADA POR EL DIPUTADO CARLOS ALBERTO LARA GONZALEZ.
CON FECHA:

DECRETO:   17526

CONSTITUCION   POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos a cargo de los suscritos, les fue turnada por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen, la iniciativa de ley que modifica el artículo 28 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presentada por el Diputado Carlos Alberto Lara González, la que se resuelve en el presente dictamen, de acuerdo a las siguientes: 

Consideraciones

PRIMERA.- Que el Diputado Carlos Alberto Lara González en el uso de las facultades que le confiere los artículos 28, fracción I, 35, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 11 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo presentó una iniciativa de ley por la que se modifica el artículo 28 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, el 12 de Septiembre del 2000.

SEGUNDA.- Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35, fracción I, de la Constitución Política Local, es facultad de este Congreso legislar en todas las ramas del orden interior del Estado y expedir leyes y ejecutar actos sobre materiales que le son propias. 

TERCERA.- Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 32, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, corresponde a la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos conocer de los asuntos que se refieren a reformas a la Constitución Política del Estado. 

CUARTA.- Que los motivos expresados por el Diputado Carlos Alberto Lara González, son los siguientes: 

“Es indudable hoy en día, la necesidad de incrementar los mecanismos de participación ciudadana para resolver con la participación directa del pueblo algunos de los problemas trascendentales que afectan a las comunidades gobernadas. En la actualidad el derecho que tienen las personas de tomar parte en la vida pública de la sociedad en la que viven, no debe limitarse solamente a la emisión del sufragio. Por el contrario, su participación debe ser más activa, consciente y permanente.

En este contexto, a raíz de la reforma política de 1997, en el Estado de Jalisco, se implementaron nuevas figuras en las que se posibilita la participación directa de la ciudadanía: la iniciativa popular, el plebiscito y el referéndum.
En cumplimiento de esto, el pasado 08 de Marzo de 1998 entró en vigor la Ley de Participación ciudadana para el Estado de Jalisco, en donde se reglamentó la participación de la ciudadanía en tres formas de democracia como lo son: el plebiscito, referéndum y la iniciativa popular. Estos tres esquemas implican necesariamente la participación de los ciudadanos, no sólo en la toma de opiniones en forma de consulta, sino que los corresponsabiliza del destino común, forman conciencia respecto de la unidad que se requiere y comprometen a la sociedad y gobierno en las decisiones que finalmente afectan a todo el tejido social.

La iniciativa popular se entiende como la institución de la democracia participativa que permite al pueblo proponer iniciativas de ley, reconociendo el derecho de una fracción suficientemente representativa del cuerpo electoral para presentar ante el Congreso sus propuestas, con la obligación por parte del Poder Legislativo de proceder a su estudio y dictamen.

Estas iniciativas podrán ser únicamente de ley, que otorgue derechos o imponga obligaciones a la generalidad de las personas, dada la naturaleza populista por la que se creó esta figura de participación ciudadana.
El artículo 28 de la Constitución Política del Estado señala que la facultad de presentar leyes y decretos corresponde a los Diputados, al Gobernador, al Supremo Tribunal de Justicia, en asuntos del ramo de la justicia, a los Ayuntamientos, en asuntos de competencia municipal y a los Ciudadanos inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos correspondiente al Estado, cuyo número represente cuando menos el .5 por ciento del total de dicho registro.
En este orden de ideas, nuestra Carta Magna Local faculta a los ciudadanos para presentar iniciativas de ley y de decreto indistintamente, habiendo una gran diferencia entre estas dos clases de iniciativas, ya que conforme la Ley Orgánica del Poder Legislativo, es iniciativa de ley aquella que tienda a una resolución que otorgue derechos o imponga obligaciones a la generalidad de las personas y es iniciativa de decreto aquella que tienda a la resolución que otorgue derecho o imponga obligaciones a determinadas personas físicas o morales.

Ahora bien, si la naturaleza propia de la iniciativa popular es la de permitir a la ciudadanía el proponer reformas a las leyes que atañen a la generalidad de las personas, es insano permitir que se inmiscuyan en asuntos que sólo incumben a determinadas personas físicas o morales.

Es por ello que pongo a la consideración de Ustedes compañeros Diputados esta iniciativa de ley para que se reforme el artículo 28 de la Constitución Política del Estado, en el sentido de que se señale expresamente que los Ciudadanos únicamente podrán presentar iniciativas de ley y haya concordancia legislativa en lo que señala nuestra Ley Suprema Local y la Ley de Participación Ciudadana del Estado”.

QUINTA.- Ciertamente, como lo expresa el diputado Lara González en su exposición de motivos transcrita a la letra, el desenvolvimiento y ejercicio de la democracia ha encontrado cauce a través de la constitución de procedimientos de opinión, revisión y participación ciudadana como el plebiscito, referéndum y la iniciativa popular, cuyos objetivos tienden a procurar la expresión de los derechos políticos de los ciudadanos, el control y equilibrio entre los poderes constituidos en los que participan el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo y la participación activa en la adecuación del marco jurídico que nos rige.

Es precisamente el alcance y la materia de dicha participación ciudadana el tema central de la iniciativa que nos ocupa; su análisis por tanto nos debe remitir a la concepción jurídica tanto constitucional como reglamentaria inserta en nuestras normas jurídicas vigentes.

La iniciativa es el instrumento jurídico con el cual principia el proceso creativo, modificativo o extintivo de leyes y el medio por el cual se eleva el clamor del pueblo al recinto legislativo. Regulada por la Constitución Política Federal al igual que por la propia del Estado y sus leyes orgánicas respectivas, ha sido puesta a disposición de los Poderes Públicos en su caso, y de la ciudadanía en lo particular. 
En este tenor, el artículo 28 de la Constitución Política Local, en su fracción V establece la facultad para presentar iniciativas a los ciudadanos inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos correspondiente al Estado, siempre y cuando cumplan con los requisitos y las formalidades de la ley de la materia. Asimismo, reconoce dos tipos de iniciativas: de ley y de decreto cuya diferencia, como ya lo señala el diputado ponente en su exposición de motivos, radica en el objetivo hacia el cual van dirigidas. 

Siendo la iniciativa popular una expresión de la voluntad de sus integrantes, ésta debe tener contenidos de interés general y procurar resultados que beneficien a la comunidad a la que representan. En tal sentido, encontramos acertado el criterio del diputado Lara González por el que manifiesta la contraposición del espíritu constitucional con el texto mismo; es decir, si las iniciativas populares son mecanismos del ejercicio democrático, deben tender a la procuración del bienestar general y no de ciertos y determinados grupos, en consecuencia sólo deben tener la facultad de presentar iniciativas de ley.

Acorde a este criterio se encuentran los razonamientos que expuso la Comisión homóloga de la LI Legislatura y que hace suyos el diputado Lara González al expresar que los esquemas de democracia participativa referidos “implican necesariamente la participación de los ciudadanos, no sólo en la toma de opiniones  en forma de consulta, sino que los corresponsabiliza del destino común, forman conciencia respecto de la unidad que se requiere y comprometen a la sociedad y gobierno en las decisiones que finalmente afectan a todo el tejido social”.

SEXTA.- Es importante hacer notar que la Ley de Participación Ciudadana en diversos artículos contempla el criterio  referido, aunque en su exposición de motivos no se encuentra ninguna referencia técnica, jurídica o tan siquiera lógica. Así el artículo 44 expresa:

“Para efectos de esta ley, se entiende por Iniciativa Popular, la facultad que tienen los ciudadanos de presentar ante el órgano legislativo de la entidad los proyectos de ley o código, o de reforma a éstos, para que sea estudiada, analizada, modificada y en su caso aprobada”.

El artículo 50 estipula que es materia de Iniciativa Popular solamente la de Ley o Código que otorgue derechos o imponga obligaciones a la generalidad de las personas. El artículo 51 establece que la Iniciativa Popular puede ser para  reformar, modificar, derogar, abrogar o crear una Ley o Código y el 54 que el Congreso del Estado podrá desechar de plano toda Iniciativa Popular que no se refiera a la materia señalada en este capítulo.

Con base en lo anterior advertimos que el vocablo “Código” es inapropiado ya que como es sabido, se entiende por código “La ordenación sistemática de preceptos o conceptos relativos a una determinada rama del derecho, que la comprende ampliamente, elaborada por el Poder Legislativo y dictado para su general observancia”. No obstante, la interpretación que se desprende del texto de los artículos citados nos ubica exactamente dentro del contexto propuesto. 
SEPTIMA.- Para lograr su objetivo propone el diputado ponente, modificar la Constitución Política del Estado de Jalisco en su parte conducente la que al respecto establece lo siguiente:

“Artículo 28 vigente”

La facultad de presentar iniciativa de leyes y decretos, corresponde:


I. A los diputados;

Es obligación de cada diputado formular y presentar al menos una iniciativa de ley dentro del tiempo que dure su ejercicio.


II. Al Gobernador del Estado;


III. Al Supremo Tribunal, en asuntos del ramo de justicia;

IV. A los ayuntamientos, en asuntos de competencia municipal;  y

V.- A los ciudadanos inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos correspondiente al Estado, cuyo número represente cuando menos el .5 por ciento del total de dicho registro, mediante escrito presentado en los términos y con las formalidades que exija la ley de la materia.

La iniciativas presentadas conforme a esta fracción, deberán ser dictaminadas dentro del término de dos meses, contados a partir del día en que hubieren sido turnadas por el Pleno a la comisión correspondiente”.

Se resuelve que la modificación se realice en el segundo párrafo de la fracción V, para establecer que solamente podrán ser presentadas por los ciudadanos, iniciativas de ley; a su vez, el contenido actual del segundo párrafo se recorra al tercero enfatizando que tales iniciativas sean igualmente dictaminadas por una o varias comisiones, armonizando con ello nuestro marco legal vigente.

Que una vez analizadas estas iniciativas por los suscritos integrantes de la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, sometemos a la elevada consideración de ustedes, ciudadanos diputados, el siguiente:   DICTAMEN DE LEY QUE REFORMA EL PARRAFO SEGUNDO Y QUE ADICIONA UN PARRAFO TERCERO A LA FRACCION QUINTA DEL ARTICULO 28 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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